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Presentación


 Hace ya ocho años que la Asociación/Colegio de Ingenieros del ICAI e Iberdrola se embarcaron en un proyecto de colaboración editorial, con el objetivo de ofrecer a los profesionales de la ingeniería una aproximación a los aspectos jurídicos necesarios para el desarrollo de su actividad.

Fruto de ello, en 2008 se publicó el Manual de Derecho para Ingenieros que ha ido ampliándose a lo largo de los años con distintos Cuadernos, hasta alcanzar su octava entrega ya consolidados como lectura de referencia para ingenieros y para todos aquellos que en su labor diaria tienen que enfrentarse al casi siempre complicado mundo jurídico.

En esta ocasión, el conjunto de la obra se estructura en torno a cinco volúmenes que profundizan, entre otros temas, en el papel y las funciones de los órganos de gobierno de la empresa (Consejo y Comisiones), en el Derecho administrativo y su reglamento, y en las diferentes modalidades de financiación. Resulta de especial interés el Cuaderno dedicado a la marca como instrumento de creación de valor y de transmisión de los principios de la empresa, en el ámbito de una estrategia de buen gobierno corporativo.

Para Iberdrola este es un asunto esencial, ya que nuestra marca está ligada al mantenimiento de unos firmes valores, basados en el esfuerzo, la capacidad, la honestidad, la lealtad, el espíritu de equipo, el compromiso social y el buen gobierno corporativo. Y son precisamente estos principios éticos y responsables los que, además de ser una guía de conducta irrenunciable, facilitan el camino hacia la excelencia empresarial ya que proporcionan ventajas competitivas a largo plazo que contribuyen al éxito del proyecto de la empresa.

El análisis de este y otros muchos interesantes temas, abordados desde distintos puntos de vista, convierten esta publicación en una completa obra que estoy seguro será de gran interés para el lector.

Desde Iberdrola nos sentimos orgullosos de estos Cuadernos; de su utilidad y de su éxito, pero también de que los beneficios económicos que obtenemos por la venta de sus ejemplares sean entregados a la Fundación de Ingenieros del ICAI para el Desarrollo y reinvertidos por esta en su Programa de Acceso a la Energía, que permite llevar la electricidad a personas que no disponen de ella y poner en marcha proyectos de desarrollo energético sostenible en países emergentes.

Por todo ello, quiero transmitir mi enhorabuena a todas las personas que han hecho posible esta nueva entrega de Cuadernos de Derecho para Ingenieros, y animar, como siempre, a los profesionales a consultarlos y sacar el máximo provecho de ellos.

Ignacio S. Galán

Presidente de Iberdrola






Prólogo


 Inicio la presentación de esta nueva ampliación, VIII, de la colección de Cuadernos de Derecho para Ingenieros con un pequeño homenaje a nuestro escritor D. Miguel de Cervantes, conmemorando así el cuarto centenario de su fallecimiento. Utilizo para ello las palabras que pone en boca de D. Quijote dirigidas a su fiel escudero Sancho guiándole en su labor de gobierno de la ínsula de Barataria:

«No hagas muchas pragmáticas, procura que se guarden y cumplan. Que las pragmáticas que no se guardan, lo mismo es que si no lo fuesen: antes dan a entender que el príncipe que tuvo discreción y autoridad para hacerlas, no tuvo valor para hacer que se guardasen.»


Me gustaría hacer llegar estas palabras del ilustre caballero a todos nuestros gobernantes para que las pudieran hacer también suyas y de este modo fuera posible evitar parte de la prolífica legislación que, más que ordenar nuestra actuación como ciudadanos, lo que hace es crear una situación de alta complejidad legislativa.

Debemos pedir a los poderes públicos, estatales, autonómicos y locales, que limiten la producción de nuevas leyes a un mínimo que cubra lo estrictamente necesario y que acometan una tarea de racionalización y simplificación de las existentes, que coordinen la regulación entre los diferentes estamentos y deroguen aquellas leyes que son redundantes y en ocasiones superfluas, confusas y contradictorias.

Mientras esperamos la realización de este sueño demos una vez más la bienvenida a estos nuevos Cuadernos de Derecho para Ingenieros que facilitarán a nuestros queridos lectores su navegación por el complejo mundo legislativo que ordena nuestra actividad.

Los cinco Cuadernos que forman esta nueva ampliación cubren un amplio abanico de temas operativos del mundo empresarial, aportando visiones e ideas de sumo interés. Estoy convencido del pleno acierto en la elección de los temas y de la calidad de su desarrollo, deseando sean de gran interés para nuestros lectores y que contribuyan a poner luz en las tinieblas de algunos textos legislativos.

En el primer cuaderno, Trigésimo cuarto, se procede, bajo la coordinación de D. Rafael Sebastián, a realizar un amplio estudio sobre: «El Consejo y sus comisiones». Se revisan las diferentes funciones, los deberes y responsabilidades de los consejeros y el papel de las principales comisiones como apoyo al consejo.

Le sigue, en el Trigésimo quinto, un amplio examen sobre un tema tan importe para todas las entidades como lo es la «Marca», analizando su importancia para las empresas como instrumento de creación de valor, sus aspectos jurídicos y de protección, y otras características próximas a la marca. La labor de coordinación ha sido realizada por D. Álvaro Sainz.

Un acercamiento a las diferentes modalidades de financiación se realiza en el siguiente Cuaderno, Trigésimo sexto, coordinado por D. Javier Badiola, ampliando de forma muy interesante los caminos más frecuentes utilizados por nuestras empresas en la búsqueda de sus recursos financieros.

El Cuaderno trigésimo séptimo está dedicado a analizar la Ley de jurisdicción voluntaria en sus aspectos jurídicos-mercantiles. Partiendo de una presentación inicial de su contenido general se adentra en el estudio de las novedades que aporta y de la transcendencia mercantil aplicada a varios supuestos. Podemos valorarlo como cuaderno práctico que apoya la resolución de los conflictos descargando, aquellos que sean posibles, del sistema judicial habitual. La coordinación de este amplio capítulo debemos agradecerla a D. Alberto Alonso Ureba y a D. Efrén Villán Sánchez.

Cierra esta ampliación el Cuaderno trigésimo octavo que, bajo la coordinación de D.ª Carmen Chinchilla, nos guía con claridad dentro del ámbito del Derecho administrativo, realizando un amplio análisis de diecisiete importantes aspectos de diversa índole que forman parte de nuestra relación con la Administración pública.

Una vez más deseo felicitar a todas las personas que han puesto su talento a nuestra disposición y que con su entusiasmo, ilusión y esfuerzo han dado lugar a estos Cuadernos que llegan a manos de nuestros lectores.

Mi agradecimiento al Presidente de Iberdrola, y compañero, D. Ignacio Sánchez Galán por su continuo apoyo a este proyecto, a los directores de la obra, D. Miguel Ángel Agúndez y D. Santiago Martínez Garrido (que desde su nueva responsabilidad dará continuidad al proyecto), por el esfuerzo y gran ilusión que de forma continuada nos aportan, al gran equipo de coordinación que con su callada labor contribuyen a alcanzar las metas fijadas, y a los coordinadores y autores de cada capítulo que, una vez más, a través de estos cinco nuevos Cuadernos, cubren aspectos muy importantes del desarrollo de la actividad empresarial en su entorno económico y sociocultural actual. Gracias a todos por la gran labor.

Y gracias a nuestros queridos lectores, ellos son la razón de este gran esfuerzo, espero que sigan interesados en los contenidos y nos sigan apoyando como lo han hecho hasta el presente.

Román Escudero Gallego

Presidente/Decano de la Asociación/Colegio de Ingenieros del ICAI
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Este año no es Julián Martínez-Simancas quien firma esta pequeña introducción a los nuevos «Cuadernos». Lo hago yo en su lugar, obligado al cambio que se ha producido por su voluntad, no por la mía. Pero. . . el buen funcionamiento de los equipos se comprueba también en estas situaciones. Él, después de muchos años fructíferos, me deja esta labor de coordinación y presentación. Se trata, pues, de un simple «cambio» que no debe calificarse ni como «sustitución», ni mucho menos como «sucesión», términos ambos que tienen connotaciones traumáticas que no se dan en el presente caso. Lo que sí pido, por mí bien, es que sea un cambio «sin comparaciones». Por mi parte, prometo continuar esa tarea lo mejor que pueda y sepa.

Y dicho, y sentido, todo lo anterior, vamos a la tarea.

En julio de 2013, el propio Julián Martínez-Simancas comenzaba esta página haciendo alusión a las múltiples reformas legislativas que el Gobierno había llevado a cabo a lo largo de 2012 y principios de 2013, reformas que dieron origen a los «Cuadernos» 19.º a 23.º, y que se prolongaron también durante los dos años siguientes. En esta ocasión, al no haber tenido durante meses nada más que un Gobierno en funciones, la generación de normas con rango de Ley ha descendido mucho ciertamente, pero eso no quiere decir que nos falte materia para continuar la colección de nuestros «Cuadernos», porque algunas de las Leyes dictadas en el último tramo de 2015 tienen prevista su entrada en vigor, en parte, en los años 2016, 2017 o, incluso, 2018.

Así, en esta ocasión, hemos actualizado la materia relativa al Consejo de Administración y sus Comisiones (en el Cuaderno 34.º) con respecto, fundamentalmente, a las sociedades cotizadas y a la mejora del gobierno corporativo (sobre la base de la Ley de 3 de diciembre de 2014); damos un nuevo enfoque al estudio y análisis de la marca como valor estratégico de una empresa (en el Cuaderno 35.º); recopilamos las diferentes modalidades de financiación (en el Cuaderno 36.º); analizamos una pequeña parte de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria, en concreto, la dedicada a los aspectos jurídico-mercantiles de la misma (en el Cuaderno 37.º), y revisamos la estructura y los conceptos básicos del Derecho Administrativo con base en las modificaciones introducidas en esa materia por las Leyes 39 y 40 de 1 de octubre de 2015 (en el Cuaderno 38.º). Y, naturalmente, nos queda materia para los Cuadernos 39.º y siguientes que os presentaremos el año próximo.

Por último, falta lo más importante: agradecer, en nombre de Iberdrola y en el mío propio, a todos los que han colaborado en estos Cuadernos el esfuerzo y cariño que han puesto en estas obras y agradecer también a quienes nos siguen el afecto que nos demuestran con ello. Nos gustaría saber que no defraudamos ni a unos ni a otros.

Gracias y un fuerte abrazo para todos.

Bilbao, julio de 2016

Santiago Martínez Garrido








Capítulo I El Consejo de Administración

Santiago Martínez Garrido

Director de los Servicios Jurídicos del Grupo Iberdrola, S.A.



 1.  INTRODUCCIÓN

Comenzamos con este capítulo el estudio del Cuaderno relativo al Consejo de Administración de las sociedades mercantiles y sus diferentes comisiones. A lo largo del mismo, se estudiarán y expondrán las principales características del Consejo de Administración, los diferentes cargos que integran el mismo y las funciones de estos; los deberes y responsabilidades de los consejeros, así como un estudio detallado de todas y cada una de las comisiones que pueden formar parte del Consejo (Comisión Ejecutiva Delegada, Comisión de Auditoría y Cumplimiento, Comisión de Nombramientos, Comisión de Retribuciones y Comisión de Responsabilidad social corporativa). Realizo este enunciado a modo de recordatorio de los diferentes capítulos que comprende este Cuaderno al objeto de que sirva de encuadre general de la parte que me corresponde analizar y que lleva el título genérico «Consejo de Administración». Nos ceñiremos por ello al análisis y configuración de éste como órgano social por excelencia encargado de la gestión de las sociedades mercantiles y de su composición, analizando el procedimiento para el nombramiento de los consejeros, tipología y perfil de los mismos, para concluir con las funciones del Consejo de Administración en relación a lo que corresponde a otros órganos y en especial a la Junta General de Accionistas.

Ni que decir tiene que nos encontramos en un momento especialmente relevante en el ámbito de la regulación del Consejo de Administración, como consecuencia de las recientes reformas legales que se han abordado y que han dado lugar a la aprobación de la Ley 31/2014, de reforma de la Ley de Sociedades de Capital (LSC) para la mejora del Gobierno Corporativo, así como la aprobación el año pasado de un Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas (CBGSC), lo que sin duda nos sitúa el análisis que debemos realizar poniendo especial énfasis en las principales modificaciones que han operado en el ámbito de la materia que es objeto de desarrollo en este apartado.

Con carácter previo al inicio, debemos hacer una doble delimitación de cuál es el modelo del Consejo de Administración al que nos vamos a referir en las próximas páginas. Por un lado, y desde el punto de vista subjetivo, son múltiples y variadas las tipologías que el modelo societario puede adoptar y, en consecuencia, diferentes son también los modelos de organización interna que estas pueden tener. En función de si nos encontramos con una sociedad anónima, una sociedad limitada, comanditaria, etc., el régimen de funcionamiento y características del Consejo de Administración será diferente.

En segundo lugar, es preciso hacer otra delimitación por cuanto el régimen y el nivel de exigencia es diferente si nos encontramos con una gran sociedad anónima cotizada o ante una sociedad cerrada.

Avanzamos aquí que el modelo de Consejo de Administración sobre el que versa este Cuaderno será el de la sociedad anónima cotizada y vamos a justificar por qué. Lo hacemos así por cuanto la sociedad anónima, en cuanto forma de organizar la titularidad y desarrollo de una empresa, se basa en una estructura organizativa que gira en torno a dos ejes fundamentales: por un lado, la Junta General de Accionistas que la integran los propietarios de la empresa, esto es, los accionistas; y, por el otro, el órgano de administración por excelencia, el Consejo de Administración, sede este del auténtico poder de gestión y dirección de la organización.

La organización y configuración de dichos órganos, la estructura y competencia de éstos constituyen la esencia del modelo organizativo del poder de decisión y de gestión de las empresas.

Queda configurada así la sociedad anónima como el modelo característico de organización societaria a lo que debemos añadir la consideración, como mencionábamos antes, de la sociedad cotizada al objeto de delimitar el ámbito subjetivo del análisis que vamos a realizar. Los distintos tipos que antes mencionábamos que puede configurar la organización societaria se sistematizan en torno al modelo personalista o al modelo asociativo. Es en este último en el que entra de lleno la sociedad anónima. Pero no es este un modelo único, sino que la casuística y variedades que permiten su configuración misma hace imprescindible el establecer una diferenciación entre aquellas sociedades anónimas que acuden al mercado para su financiación por parte de terceros (los accionistas) y aquellas otras que se financian única y exclusivamente con la aportación de los socios constituyentes de la sociedad.

El estudio de las grandes sociedades se caracteriza por el análisis de la influencia que significa la amplia base social de sus integrantes, al estar dividido su capital en múltiples participaciones que han sido ofertadas al mercado y adquiridas por una pluralidad de inversores a quienes el proyecto empresarial que se les presenta les ha resultado lo suficientemente solvente como para «confiarles» sus ahorros comprando sus acciones. Esta consideración de sociedad abierta es especialmente relevante en lo que compete al Consejo de Administración, ya que al pertenecer la empresa a una pluralidad de accionistas serán los integrantes limitados del Consejo de Administración los responsables de velar en todo momento por el adecuado respeto del interés social en beneficio del interés de todos los accionistas que son, en definitiva, los propietarios de la empresa.

Esta especial tipología de sociedad cotizada ha encontrado reflejo en la normativa ya que la nueva Ley de Sociedades de Capital recoge, en un título específico (Título XIV), la sociedad anónima cotizada.

En esta parte introductoria queremos hacer una especial mención a las peculiares fuentes del ordenamiento jurídico que concurren en este caso en concreto por cuanto junto a las disposiciones recogidas y codificadas en la Ley de Sociedades de Capital, debemos incluir aquellas otras que se encuentran comprendidas en otras normas no menos vinculantes desde el punto de vista material si bien no lo son desde el punto de vista formal, como ocurre con los diferentes Códigos o Recomendaciones de Buen Gobierno que afectan a las sociedades cotizadas y que, a lo largo de los últimos años, se han ido sucediendo en el ámbito nacional e internacional. Muchas de las disposiciones recogidas en esta normativa de carácter no vinculante han devenido de obligado cumplimiento como consecuencia de la recepción expresa que de las mismas ha hecho el Derecho positivo. Sin embargo, siguen siendo otras muchas las que, sin ser recepcionadas de forma directa, son respetadas y consideradas por las sociedades cotizadas como consecuencia de la relevancia que ello tiene en el ámbito de los mercados internacionales.

Una de las consecuencias evidentes de la crisis económica en la que estamos inmersos desde hace unos años ha sido claramente el reforzamiento de los deberes fiduciarios de los administradores y el establecimiento de eficaces mecanismos que permitan un mayor control sobre ellos con la correspondiente exigibilidad de responsabilidades. Ello ha llevado a que la actual configuración de la administración en las sociedades cotizadas haya dejado de tener un carácter neutral o abstracto para pasar a ser analizado por los mercados como elemento que define una gestión eficiente. Para ello las sociedades deben recepcionar esta normativa no vinculante, vía sus normas estatutarias y reglamentarias, al objeto de incorporar las recomendaciones que el mercado y sus analistas exigen.

Debemos destacar en este punto la relevancia y la importancia que tienen los informes elaborados por las agencias de proxy cuyos informes sobre el modelo de gobierno y sobre el sistema de organización de la sociedad, vía Consejo de Administración, tienen una relevancia muy significativa para los accionistas e inversores a la hora de emitir su recomendación de voto en las Juntas Generales de Accionistas. Ello no es sino el reflejo de la estrecha vinculación que existe entre las sociedades y el propio mercado a través de la aplicación y exigencia de las normas del buen gobierno otorgando, como mencionábamos antes, una eficacia casi normativa a estas meras recomendaciones. La función que desarrollan estas agencias de proxy es evaluar la estructura y sistema de Gobierno corporativo de las sociedades cotizadas con arreglo a los más altos estándares internacionales sobre la materia y emitiendo recomendaciones de voto sobre las propuestas que el Consejo de Administración eleva a la Junta General de Accionistas para su aprobación, las cuales serán menos favorables en aquellas sociedades que no cumplan con los indicadores mínimos de buen gobierno que cada una de ellas marque. Estas recomendaciones suelen ser uno de los elementos de decisión más importantes que utilizan los inversores institucionales para orientar su voto en las Juntas de las sociedades cotizadas, por lo que se convierten en la práctica en un elemento de presión sobre el Consejo de Administración, en ocasiones más directo y eficaz que el propio Derecho positivo.

Esto supone un cambio importante en la configuración tradicional de los Consejos de Administración o en la administración de las sociedades cotizadas, por cuanto esta deja de tener un carácter neutral meramente organizativo y pasa a ser analizada por los mercados a través de estas agencias con arreglo a los parámetros de una gestión eficiente, de valoración y adecuación de sus pautas de comportamiento y organización a las recomendaciones más estrictas de Gobierno Corporativo y supone en definitiva una vinculación y examen del órgano de administración por parte del mercado.

2.  EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN EN RELACIÓN A LA JUNTA GENERAL DE ACCIONISTAS

Como hemos mencionado anteriormente, son dos los órganos esenciales que conforman la estructura de decisión en las sociedades: de un lado, la Junta General de Accionistas y, del otro, el Consejo de Administración. Ambos constituyen el sistema de formación de la voluntad social a través de la adopción de acuerdos y decisiones que corresponden a cada uno de ellos dentro de la distribución de competencias que es fijada por la ley y por las normativas internas de las sociedades (Estatutos y Reglamentos del Consejo y de la Junta). Son, por tanto, sus respectivas competencias recogidas en estos documentos las que definen a cada uno de ellos y establecen el marco adecuado de sus relaciones, debiendo contribuir ambos, en su ámbito, a la consecución del interés social.

Sin embargo, es preciso señalar la diferencia fundamental que existe entre uno y otro, por cuanto corresponden al Consejo las facultades de representación de la sociedad (art. 233 LSC) siendo este el encargado de ejecutar las decisiones que hayan sido adoptadas por la Junta. De igual forma, y salvo casos excepcionales, corresponde al Consejo el poder de iniciativa en cuanto la Ley le atribuye la facultad de convocar y establecer el orden del día de la Junta (artículos 166 y 174 LCS) y, por tanto, la preparación y difusión de las propuestas de acuerdos (art. 518.d LSC), así como la ejecución en última instancia de los acuerdos adoptados en la Junta y el ejercicio de las delegaciones que le hayan sido encomendadas. En relación a este último apartado, hemos de precisar que los administradores no son un mero ejecutor de los acuerdos adoptados en Junta. Los administradores deberán valorar, en relación a aquellas materias que se refieren a aspectos básicos de la estructura y organización jurídica y económica de la sociedad (materias reservadas exclusivamente a la Junta), si por causas o circunstancias sobrevenidas la ejecución del acuerdo puede resultar contrario al interés social viniendo en este caso obligados en virtud del deber de diligencia a no ejecutarlo y a someter en su caso de nuevo a la Junta la decisión última sobre estos supuestos.

La Junta General de Accionistas constituye sin lugar a dudas el supremo órgano de decisión societario. Sin embargo, esta supremacía de la Junta requiere que hagamos algunas matizaciones cuando estamos hablando, como en este caso, de sociedades cotizadas por cuanto la facultad de iniciativa y de propuesta corresponde al Consejo. Una vez convocada la Junta, a los accionistas les queda la posibilidad de votar a favor o en contra, pero va a resultar difícil que puedan proponer alternativas o modificaciones importantes en las propuestas de los administradores conforme al régimen jurídico generalmente establecido en las sociedades cotizadas para la adopción de los acuerdos y decisiones.

Otra especial singularidad en el ámbito de las sociedades cotizadas y en lo que respecta al Consejo y la Junta deriva de la especial vinculación que las sociedades tienen con los mercados de capitales por cuanto, una vez que convocada la Junta y realizadas las propuestas por parte del Consejo, si estas no son aceptadas por parte de los inversores (accionistas de la sociedad) estos disponen de un instrumento extraordinariamente eficaz para mostrar su desacuerdo y que no es precisamente el ejercicio del derecho de voto en la Junta, sino simple y llanamente la venta de las acciones en los mercados organizados para ello. Luego, por lo tanto, la reacción o capacidad de reacción que tienen los accionistas en estos casos se puede producir antes y fuera de la Junta.

Todo ello no hace sino poner de manifiesto la especial relación entre Junta y Consejo en el caso particular de las sociedades cotizadas y la relevancia preponderante que adquiere el Consejo y las decisiones adoptadas en todas ellas. Pero quizá de todos los mecanismos de interacción entre Consejo y Junta uno de los más importantes es el relativo al procedimiento de nombramiento de los administradores. Constituye éste, sin duda, la principal expresión de supremacía de la Junta con relación al Consejo de Administración por cuanto corresponde a aquella la competencia para el nombramiento de los administradores, sin perjuicio del ejercicio del derecho de cooptación y el derecho de representación proporcional (arts. 160b, 214.1, 243, 244 y 529 LSC). Así mismo, corresponde a la Junta la separación de los miembros del Consejo de Administración, la solución de las situaciones de conflicto de interés y el ejercicio de la acción social de responsabilidad (arts. 160b, 223, 224, 230 y 238 LSC).

En el caso de sociedades cotizadas, cuando no existen una mayoría accionarial sino una pluralidad de pequeños accionistas, el poder decisorio de la Junta adquiere una especial relevancia al ser estos, los accionistas, los que, en el ejercicio real de su autonomía, serán los que designarán con su voto quién o quiénes han de integrar el órgano de administración. Frente al derecho individual de los socios de presentar su candidato cuando ostentan un número de acciones suficientes como para indicar un miembro del Consejo de Administración (derecho de representación recogido en el artículo 243 LSC), la práctica ha venido a establecer con el aval registral correspondiente la posibilidad de limitar el ejercicio de este derecho por los socios mediante el ejercicio por parte del Consejo de las facultades de cooptación, sistema a través del cual el Consejo de Administración elige directamente a un accionista como miembro del Consejo de Administración al objeto de cubrir la vacante y en tanto en cuanto sea este ratificado por la Junta General de Accionistas.

La reforma de la Ley 31/2014 ha venido a reforzar la preminente situación del Consejo, al establecer en su artículo 529.4 la capacidad de este para realizar las propuestas de nombramiento o reelección con informes justificativos del propio Consejo y de la Comisión de Nombramientos. Con ello, la reforma analiza la competencia para el nombramiento y reelección de los administradores en las sociedades cotizadas desde la perspectiva de los socios y no de los socios reunidos en Junta, si bien lo hace dotándole de una mayor transparencia e información en cuanto al ejercicio de ese derecho de iniciativa que corresponde al Consejo a la hora de proponer candidatos para incorporarse al Consejo de Administración.

Especialmente relevante en el ámbito de las relaciones Consejo-Junta es el régimen legal vigente en relación al marco retributivo de los consejeros o administradores. La reforma de 2014 confirma la necesaria intervención de la Junta al aprobar y decidir el régimen retributivo de los miembros del Consejo, decide vía estatutos los conceptos retributivos que les van a aplicar y establece los importes máximos de las retribuciones que les deben establecer. Sin embargo, la reforma puede ser interpretada en el sentido de que desaparece la necesidad de toda cobertura estatutaria y se deja en manos del Consejo la competencia para fijar los conceptos retributivos y los importes y características correspondientes a cada uno de estos conceptos, debiéndose aprobar estos mediante un contrato que a tal efecto deberá aprobar el Consejo por mayoría reforzada. Esto viene a suponer un cambio respecto del marco normativo anterior que se inclina de nuevo del lado del Consejo en lo que se refiere al régimen retributivo de los consejeros.

La reforma de la Ley 31/2014 ha supuesto también un cambio en el marco de distribución de competencias entre Consejo y Junta al reservar la competencia a la Junta para su intervención sobre determinados aspectos de administración y gestión extraordinaria de la sociedad (supuesto recogidos en los arts. 314f y 514bis A y B de la LSC). Así mismo introduce para la sociedad anónima una facultad contemplada para las sociedades limitadas como es la posibilidad de impartir por parte de la Junta instrucciones dirigidas al órgano de administración o reservarse para su autorización expresa la decisión final sobre acuerdos o decisiones que afecten a determinados asuntos de gestión, salvo que los estatutos dispongan lo contrario (art. 161 LSC).

Esto supone una novedad destacable de la Ley encaminada a reforzar las facultades de control de la Junta sobre el Consejo de Administración. Sin embargo, serán los hechos los que nos pongan de manifiesto la bondad o error de esta modificación por cuanto, como han señalado numerosos autores, ello puede provocar una grave inseguridad jurídica para los administradores por lo indeterminado que resultan algunos de los conceptos empleados, que deberán ser objeto de interpretación en cada caso; asimismo, no se recogen expresamente cuáles serán las consecuencias de la falta de intervención de la Junta en estos caso.

3.  EL MODELO DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN EN EL DERECHO ESPAÑOL

En el ámbito del Derecho comparado es frecuente encontrar un modelo de gobierno o administración social dual caracterizado por la existencia de dos órganos de representación de la sociedad. Por un lado, se encontraría el órgano propiamente de gestión de la compañía y, por otro, y situado en una posición jerárquica superior, el órgano de administración responsable de las decisiones estratégicas más relevantes que afectan a la compañía.

El modelo español ha venido siendo, desde su configuración en el siglo XIX, un sistema monista de administración constituido por un Consejo de Administración como máximo órgano de administración de la sociedad, sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Junta General de Accionistas que vigila el desarrollo de las funciones del Consejo y que tiene reservadas legal y estatutariamente el ejercicio de determinadas facultades que le son propias. Esto no significa que el modelo real de administración que las sociedades cotizadas españolas han venido adaptando y aplicando, sobre todo en la parte final del siglo XX, no haya ido evolucionando hacia un modelo caracterizado por una dualidad entre el órgano de administración y el órgano de gestión. Así mismo, las sucesivas recomendaciones que se han ido produciendo a través de los sucesivos trabajos para la mejora de las sociedades cotizadas han incidido, vía recomendaciones primero y luego a través del Derecho positivo, en la introducción de destacados aspectos relativos a la organización, estructura, funcionamiento y competencias del Consejo de la sociedad cotizada que suponen en la práctica una revisión de este modelo monista hacia una diferenciación entre un Consejo encargado de la definición de la estrategia y supervisión de la alta dirección, correspondiendo la gestión diaria y la adopción de decisiones de negocio a los ejecutivos y equipo de dirección de las empresas. Para ello se ha utilizado en muchas ocasiones la expresión «delegación» del Consejo a los órganos ejecutivos y directivos de las sociedades al objeto de configurar un Consejo encargado de supervisar, dirigir y orientar las tareas que se encomiendan a los ejecutivos de la compañía. Ese concepto de delegación no es, en sentido técnico jurídico, una atribución de funciones a los directivos sino que lo que se pretende dar a entender es que el Consejo participará en el funcionamiento de la dirección ordinaria a través de sus órganos ejecutivos. Para ello se diferencian en el seno del Consejo los consejeros ejecutivos de los que no lo son, se contempla la posibilidad de delegar las funciones en un consejero delegado y se regula en la mayoría de las sociedades cotizadas una comisión ejecutiva delegada que, ejerciendo las facultades que se atribuyen al Consejo, se reúna con una mayor frecuencia y se encargue de forma más continuada de la supervisión y dirección de la gestión de la compañía.

Este modelo de Consejo mixto, con la participación de consejeros ejecutivos con otros que no lo son, configura un Consejo centrado en el control y seguimiento de la dirección que ha sido objeto de una profunda modificación como consecuencia de la aprobación de la LSC. Con esta reforma, se potencia el núcleo competencial del Consejo a través, de un lado, con la definición estratégica de una serie de competencias (decisiones que deben servir de base a la actuación de los consejeros ejecutivos y de la alta dirección de la empresa) y, de otro, por medio del establecimiento de mecanismos de seguimiento y de control al objeto de garantizar la aplicación y desarrollo de dichas políticas y estrategias fijadas por el Consejo.

Con la reforma de 2014 se consolida un modelo de Consejo inspirado en los principios de buen gobierno corporativo de forma que constituya un instrumento de supervisión y control en el que sea posible alinear los intereses, por un lado, de quienes aportan los recursos, diseñan la estrategia y soportan los riesgos, que no son otros que los dueños de la empresa, esto es los accionistas; y de otro, de quienes gestionan el día a día de la sociedad y que no deben sino aplicar y cumplir las instrucciones y directrices que han sido fijadas por el Consejo. Este proceso evolutivo que ha experimentado el modelo de administración de las sociedades cotizadas en España responde a la necesidad de adaptarse a la realidad empresarial y a las exigencias que se han venido plasmando a través de los principios del gobierno corporativo. Con ello se permite conciliar las facultades irrenunciables que deben corresponder a los propietarios de la empresa representados en el Consejo de Administración, a quienes les corresponde fijar la estrategia, con el reconocimiento de un adecuado marco de autonomía competencial al objeto de que la alta dirección pueda desarrollar adecuadamente las funciones que le ha encomendado el Consejo. Sin embargo, lo que no ha recogido la reforma es una adecuada regulación de la función gestora que corresponde a los directivos de la compañía por cuanto no se recoge en la norma ni su estructura, ni su funcionamiento, ni sus relaciones con el Consejo. Ha sido la propia normativa interna de las compañías cotizadas la que ha ido regulando expresamente el ejercicio de las facultades que deben corresponder a los órganos de gestión pero sin que podamos hablar de que exista un estatuto jurídico uniforme para todas ellas. En las grandes sociedades cotizadas, a las que nos estamos refiriendo, donde se produce una gran dispersión del capital, la alta dirección constituye en ocasiones una instancia diferenciada del Consejo que debe actuar con una amplia autonomía al objeto de poder llevar a debido efecto las funciones que le encomienda genéricamente el propio Consejo, estando sometido a una dependencia real del primer ejecutivo de la compañía que en la mayoría de los casos es el consejero delegado.

4.  COMPOSICIÓN DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN

A la hora de hablar de la composición del Consejo de Administración debemos referirnos a la dimensión cuantitativa del mismo (número de consejeros que lo integran) y a los aspectos cualitativos entendiendo por estos la diversidad y variedad de los miembros del Consejo de Administración que lo integran. En relación al primero de los puntos, a su dimensión cuantitativa, no existe una norma imperativa que establezca el número máximo o recomendable de los mismos; sin embargo, sí se establece el número mínimo por cuanto la Ley de Sociedades de Capital establece la necesidad de que el Consejo de Administración esté compuesto por más de dos administradores (art. 210.2). Con relación a las sociedades cotizadas sí que existe una recomendación del Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas que, en su principio décimo, establece «El Consejo de administración tendrá la dimensión precisa para favorecer su eficaz funcionamiento, la participación de todos los consejeros y la agilidad en la toma de decisiones…», mientras el Código Unificado de Buen Gobierno de mayo de 2006, en la Recomendación número 13, ya advertía que el Consejo no debería ser inferior a cinco ni superior a quince miembros. Esta cifra trata de combinar el adecuado contraste de opiniones dentro del Consejo con un funcionamiento ágil y deliberativo del mismo.

Junto al aspecto cuantitativo, es quizás más importante el elemento cualitativo en la composición del Consejo con el objeto de atender debidamente a una adecuada composición del mismo que sirva con objetividad para el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas. En este caso esta regla sí que ha encontrado acomodo en la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se reforma la LSC, en donde se establece específicamente, en el art. 529 bis apartado 2, que los Consejos de las sociedades cotizadas deben velar por que los procedimientos de selección de sus miembros favorezcan la diversidad de género, experiencia y conocimientos. Las recomendaciones de buen gobierno que han encontrado acomodo en el Derecho positivo parten de la conveniencia de que exista en los Consejos de administración una diversidad en cuanto al perfil y experiencia de los integrantes, algo que constituye una máxima generalizada en el ámbito del Derecho comparado y de la Unión Europea. La aplicación de esta regla debe producirse mediante la aprobación de una política de selección de miembros del Consejo de Administración recogida en este caso como Recomendación en el Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas de 2015, la recomendación 14.

En algunas ocasiones la Ley sí que establece algunas exigencias en cuanto a la necesidad de variedad y características de los componentes del Consejo, como en lo que se refiere a la composición de los miembros de la comisión de auditoría en los que se requiere un conocimiento jurídico contable para los miembros de la misma.

Junto a estas exigencias, en lo que se refiere a la composición del Consejo, uno de los aspectos que más ha preocupado en el ámbito de las recomendaciones de buen gobierno y que finalmente ha encontrado acomodo en la propia legislación ha sido la clasificación de los consejeros en función de si estos desempeñan alguna actividad para la sociedad (consejeros ejecutivos) de aquellos otros en los que no concurre esta circunstancia (consejeros no ejecutivos o externos). Dentro de esta última categoría se pueden diferenciar entre los que se denominan consejeros independientes y dominicales. La clasificación y casuística de cuando nos encontramos en uno u otro supuesto era antes una recomendación de gobierno corporativo que debía recogerse en las sociedades cotizadas en sus correspondientes informes anuales. Pero una vez más el Derecho positivo ha recepcionado estas recomendaciones y, tras la Ley 31/2014, su art. 529 deadieces, recoge expresamente esta clasificación, regulándolo de una manera más amplia y profunda con diversas previsiones de carácter sustantivo en base a las cuales se articulan en esta categoría.

Lo que no existe es una obligación legal que establezca una determinada proporción o número de cada uno de este tipo de consejeros. Y ello es así, por cuanto la propia comisión de expertos que elaboró el código de buen gobierno entendió que no debía de ser una norma de carácter imperativo. Como hemos mencionado anteriormente, de forma indirecta sí que establece la Ley exigencia de presencia de consejeros independientes en las sociedades cotizadas por cuanto éstas tienen una obligación de contar con una comisión de auditoría y de nombramientos y retribuciones y tales comisiones deben contar al menos con dos consejeros independientes (art. 529 quindecies LSC). Esta es la única regla de carácter imperativo que la LSC establece respecto de la composición del Consejo de Administración por cuanto indirectamente exige que haya como mínimo dos consejeros independientes.

Junto a ellos, en el órgano de gobierno de la sociedad deberán estar los consejeros ejecutivos, con o sin las facultades delegadas, todos o alguno de ellos; y los consejeros dominicales recibiendo este nombre como consecuencia de ser representantes de accionistas con participaciones significativas en la sociedad. A estas dos categorías debemos añadir la de los denominados «otros externos» al no concurrir en ellos la condición de consejero ejecutivo ni de consejero dominical ni tampoco ser considerado como consejero independiente bien por la relación pasada o presente que tenga con la sociedad que le impida entrar en esta categoría o bien porque no tenga una relación con esta compañía que le permita incluirlo dentro de otra categoría.

Dicho todo lo anterior, cabe preguntarse cuáles son los efectos que el incumplimiento de estas exigencias de variedad en la composición del Consejo puede producir. En este sentido, hay que admitir que su incumplimiento no implica siempre la nulidad de los actos ni de las comisiones ni del Consejo. De acuerdo con la LSC, estas infracciones que pueden afectar a la constitución o formación de voluntad de los órganos podrían excluir la sanción de nulidad de los actos cuando las condiciones que concurran para dichos incumplimientos estén justificadas.

4.1.  TIPOLOGÍA DE LOS CONSEJEROS

4.1.1.  Consejeros ejecutivos

Los consejeros ejecutivos son definidos en el art. 529 duodecies apartado 1 de la LSC como «aquellos que desempeñen funciones de dirección en la sociedad o su grupo cualquiera que sea el vínculo jurídico que mantengan con ella». Con esta definición se atiende al elemento fundamental del ejercicio de funciones de dirección con independencia del elemento formal o vínculo contractual que tenga con la compañía (relación laboral, relación mercantil o cualquier otra). Se supera de esta manera la mera condición de empleado por cuanto la variedad y tipología de relaciones que le puede llegar a la compañía puede ser muy variada.

La referencia al ejercicio de «funciones de dirección» tiene que ponerse en relación necesariamente con la gestión corriente y ordinaria de la sociedad de una manera permanente, lo que permite contraponerlo con el carácter discontinuo que caracteriza al Consejo de Administración. Así mismo el concepto reviste un carácter claramente genérico en el sentido de no poderse identificar con una categoría autónoma y diferenciada de otras similares empleadas por la Ley, como pueden ser las funciones de alta dirección o de más alta dirección que menciona la Ley en otros preceptos.

El consejero ejecutivo es, sin lugar a dudas, uno de los ejes sobre los que pivota el gobierno corporativo. Como hemos mencionado en los párrafos anteriores, la reciente evolución del gobierno corporativo de las sociedades cotizadas ha originado que dentro del modelo monista del Consejo de Administración único queden claramente diferenciadas las funciones de supervisión y dirección que corresponden al Consejo en su conjunto de aquellas otras que son de gestión de la compañía y que recaen sobre estos consejeros ejecutivos. La diferencia entre consejeros ejecutivos y los consejeros externos o no ejecutivos es una consecuencia lógica de este hecho: el Consejo de Administración no es ni puede ser el órgano de gestión ordinaria de la compañía. La función de los consejeros ejecutivos en el seno del Consejo es, de un lado, aportar la información, valoración estratégica y propuestas de decisión, como decía el Código Olivencia, para que el Consejo adopte sus decisiones; y, por el otro, constituye el nexo de unión imprescindible para establecer la relación entre el órgano de administración y la gestión ordinaria de la compañía.

No se establece una limitación respecto del número de consejeros ejecutivos que debe tener una sociedad, tan solo una recomendación en el Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas, donde señala que el número de consejeros ejecutivos debe ser el mínimo necesario teniendo en cuenta la complejidad societaria de la compañía y el porcentaje de participación de los consejeros ejecutivos en el capital (Recomendación 15).

4.1.2.  Consejeros dominicales

La categoría de consejeros dominicales está compuesta por aquellos que o bien posean una participación igual o superior a la que se considere como participación significativa o, aunque no tengan la consideración de participación significativa, hayan sido designados por su condición de accionistas en la sociedad, así como aquellas personas que los representen. Es decir, son consejeros dominicales tanto cuando es el propio accionista (persona física o jurídica) titular de la participación el que se sienta en el Consejo como aquellos que son designados en representación de estos.

En cuanto a los consejeros dominicales que vienen recogidos expresamente en la Ley, su definición constituye una categoría particular en el ámbito del Derecho español por cuanto no es común su identificación en el Derecho comparado. Su definición viene condicionada por estar vinculados a un accionista significativo o al socio de control sin requerir ninguna otra especialidad o cualificación para desempeñar su función en el seno del Consejo en contraposición con las exigencias que se establecen respecto de los consejeros independientes. Por ello, cabe entender que su función dentro del Consejo está estrechamente vinculada a la capacidad de influencia que ostenta como accionista de la sociedad o como representante de éste. De esta forma, y en función de la estructura de poder en el interior de una sociedad estos podrán estar identificados o próximos con los consejeros ejecutivos, o bien enfrentados a ellos.

4.1.3.  Consejeros independientes

La definición de consejero independiente fue elaborada en un primer momento en el ámbito doctrinal y plasmada en los sucesivos códigos y recomendaciones de buen gobierno. En la actualidad y como hemos señalado anteriormente, ha sido recogida expresamente en el art. 529 duodecies, apartado 4 LSC, tras la reforma de 2014, («Se consideran consejeros independientes aquellos que, designados en atención a sus condiciones personales y profesionales, puedan desempeñar sus funciones sin verse condicionados por relaciones con la sociedad o su grupo, sus accionistas significativos o sus directivos») donde también queda identificado el listado de circunstancias que impiden que un consejero pueda ser calificado como independiente. En dicho listado se agrupan diez supuestos que identifican los casos en los que legalmente se entienden que una persona tiene o ha tenido determinados vínculos con la compañía que le impiden ser considerado como consejero independiente (haber sido empleado, consejero ejecutivo, percibir cantidades o beneficio de la sociedad, tener relaciones de negocio, familiares, etc.). No vamos a entrar en el detalle de esta casuística por cuanto por razones espaciales no es el momento ni el lugar de hacerlo. Sin embargo, sí que creo que es importante detenernos brevemente en el fundamento de la exigencia de la presencia de consejeros independientes en las sociedades cotizadas. La presencia de los mismos en los Consejos de Administración de las sociedades cotizadas responde a un proceso evolutivo auspiciado por el Buen Gobierno de las sociedades al entender que los mismos constituyen un contrapeso a la excesiva influencia de los consejeros ejecutivos y del control de los consejeros dominicales. Sin embargo, para que los consejeros independientes puedan desarrollar adecuadamente sus funciones ha sido preciso que, junto a su presencia en el Consejo, se hayan incrementado las exigencias de intervención de los mismos en los órganos de gobierno con la finalidad de poder ejercer un control y de aportar un criterio de independencia a las decisiones de gestión de la compañía y a las revisiones y evaluaciones de la alta dirección.

Los consejeros independientes vienen a ser los representantes de las minorías en el Consejo y su finalidad en el mismo es velar por los intereses de aquellas para que las decisiones adoptadas a propuesta de los gestores y con el apoyo de los consejeros dominicales no sean en beneficio de estos sino del conjunto de los accionistas, persiguiéndose en todo caso la finalidad y el debido cumplimiento del interés social. Por ello, el listado tan extenso de situaciones que impiden la calificación de independencia en el momento en que concurren determinadas circunstancias que suponga la vinculación directa o indirecta con la sociedad, sus gestores o sus propietarios. El objetivo fundamental es que el consejero independiente esté en una situación ideal que le permita tomar las decisiones de una forma libre y ausente de condicionantes.

La inclusión del listado de circunstancias que impiden la independencia de un consejero supone un importante cambio en el sistema español que apuesta claramente por estos consejeros como elemento básico del buen gobierno corporativo. Sin embargo, no basta con cumplir el listado de prohibiciones que recoge la Ley para mantener esa calificación. Será preciso el realizar un análisis permanente sobre la continuidad de concurrencia o no de estas circunstancias al objeto de si debe ser revisada o no la independencia de los mismos.

Como hemos mencionado antes, no se establece en la norma el número exacto de consejeros independientes que deben formar parte del Consejo, si bien sí que viene recogido de forma expresa el número mínimo de consejeros independientes que deben existir en las sociedades cotizadas y que deben de ser dos al tener que estar presentes en las comisiones de auditoría y de nombramientos.

4.1.4.  Otros externos

Finalmente, en la categoría residual de «otros externos» se incluyen todos aquellos que no pueden ser incluidos en las anteriores categorías. Ello puede ser con carácter permanente (como por ejemplo si mantiene algún tipo de relación con la sociedad que le impide ser calificado como independiente y en tanto concurra esta circunstancia) o bien transitorio hasta que se cumpla el plazo legal que la normativa establece para ser considerado como independiente.

5.  LAS COMPETENCIAS DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN

Concluimos esta parte relativa a las condiciones generales del Consejo de Administración con un esbozo sobre las competencias del mismo. Como hemos venido analizando a lo largo de las páginas precedentes, nos centraremos de una manera más pormenorizada en las competencias que corresponde al Consejo de Administración en el marco de la sociedad cotizada. Como hemos expuesto con anterioridad, el marco jurídico de las sociedades cotizadas ha encontrado una regulación específica en el título XIV de la LSC.

El modelo general de administración que señala la LSC atribuye al Consejo de Administración el llevar a cabo todas aquellas actuaciones necesarias para el desarrollo del objeto social siempre actuando de acuerdo y en la búsqueda de la satisfacción y desarrollo del interés social. Esto significa que las competencias del Consejo de Administración incluyen tanto lo que son actos de dirección como las actividades de planificación y control de la actividad propia de la empresa, así como los actos de gestión extraordinaria calificados por la relevancia estratégica o especial influencia que esto tienen en la estructura económica de la compañía.

Al igual que la normativa anterior, la Ley no señala una enumeración de las materias que son competencia del Consejo de Administración, señalando con carácter general el art. 209 de la LSC «es competencia de los administradores la gestión y la representación de la sociedad en los términos establecidos en esta ley». Sin embargo, al hablar de las competencias del Consejo debemos mencionar la delimitación negativa que de estas se produce en relación a las competencias que sí atribuye a la Junta General de Accionistas. En este sentido, la Ley regula en diversos artículos la necesaria intervención de la Junta para la adopción de decisiones relativas a asuntos de administración o gestión extraordinaria de la sociedad (art. 160f y 511 bis LSC), así como la destacada novedad introducida en la reforma de 2014 y recogida en el art. 161 de la LSC en virtud del cual se contempla la posibilidad, salvo disposición contraria en los estatutos, de que la Junta General pueda impartir instrucciones al Consejo de Administración o exigir que sean sometidos a su autorización la adopción de determinadas decisiones o acuerdos por parte de este órgano.

La especial regulación que establece la LSC para las sociedades cotizadas contempla las competencias del Consejo con carácter negativo, esto es, mediante la enumeración de aquellas facultades que se consideran indelegables y que, por lo tanto, deberán ser ejercitadas sí o sí por parte del Consejo de Administración. Esta novedad introducida por la Ley atribuye al Consejo el núcleo esencial de sus competencias en torno a la función de supervisión y control de dirección de la compañía. Y ello lo hace a través de dos mecanismos: por un lado, mediante la necesidad de la definición estratégica de la sociedad, lo que realiza mediante una serie de competencias exclusivas que servirán de pauta de actuación al órgano de gestión (plan estratégico, objetivos de gestión, políticas de inversiones y de financiación, estructura de grupo...) y, en segundo lugar, mediante la atribución de unas facultades para el seguimiento y control de la actividad desplegada por los órganos de gestión diaria de la compañía. Se consolida, de esta manera, un modelo de Consejo de Administración centrado en la definición estratégica esencial de la compañía y, por otro, el control de la dirección y de sus actos.

Esta falta de enumeración concreta de facultades o competencias del Consejo de Administración se contrapone con las recomendaciones del Código Unificado del Buen Gobierno de 2006 donde se definía el ámbito funcional del Consejo como algo esencial pero sin enumerar las facultades concretas de este. Por ello, la enumeración que realiza el art. 529 ter de facultades indelegables del Consejo en las sociedades cotizadas no puede entenderse de forma alguna como una enumeración cerrada por cuanto dicha enumeración debe ser considerada como el residuo o límite de competencias que corresponden al Consejo sin perjuicio de aquellas otras que le puedan venir encomendadas por parte de la normativa societaria. En esta línea, será el modo en el que la sociedad organice la gestión cotidiana de sus asuntos y establezca el equilibrio de facultades que correspondan al órgano de administración (Consejo) y al órgano de ejecución (dirección), así como la dinámica del control que el primero pueda ejercer sobre el segundo.

En todo caso, la actuación de uno y otra, debe responder al cumplimiento del interés social que se constituye en la pauta o criterio conforme al cual los administradores deben ejercer el conjunto de sus funciones o competencias propias. Esta acomodación al interés social tendrá una especial relevancia en la inversión que hagan los analistas institucionales de la sociedad cotizada. El interés social se ha convertido en los últimos años en un concepto más amplio donde se incluyen, además de la necesaria rentabilidad al inversor por las aportaciones que ha realizado, la dimensión social y el interés general que con el ejercicio de su actividad la gran empresa cotizada debe realizar.

De esta forma, la gestión y dirección de la compañía encomendada a sus órganos de dirección será analizada desde la perspectiva de la creación y maximización del valor para los accionistas, entendiendo este valor como un conglomerado de intereses no solamente económicos sino también sociales. Al igual que en los últimos años hemos venido observando una paulatina proliferación de las normas de gobierno corporativo, asistimos en este momento a un proceso similar respecto de la responsabilidad social corporativa cuyo análisis es realizado de forma detallada por los inversores institucionales. La máxima de obtener rentabilidad o beneficios a cualquier precio ha dejado de funcionar hace muchos años. La consecución de ese interés social debe ser a largo plazo por cuanto es la garantía de obtención de una rentabilidad sostenible lo que permitirá la estabilidad y garantía de futuro del proyecto empresarial. Para ello es preciso que la empresa, la dirección de la misma capitaneada por su Consejo de administración, presente un proyecto atractivo, creíble y rentable donde queden claramente definidos los aspectos económicos, industriales, de inversión, investigación y desarrollo, innovación, protección al medio ambiente, protección de derechos humanos..., esta máxima se encuentra recogida en el Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas, de febrero de 2015, en la Recomendación número 12, cuando señala que el Consejo de administración en el desempeño de sus funciones debe guiarse «por el interés social, entendido como la consecución de un negocio rentable y sostenible a largo plazo, que promueva su continuidad y la maximización del valor económico de la empresa». Esta máxima bien encuentra reflejo en la LSC al señalar, en este caso, respecto del sistemas de remuneración de los administradores, que el mismo «deberá estar orientado a promover la rentabilidad y sostenibilidad a largo plazo de la sociedad» (art. 217.4 LSC).

A este respecto, el adecuado cumplimiento del interés social será el criterio que servirá para analizar la actuación del Consejo en un doble plano: por un lado, al definir las líneas estratégicas de la sociedad y sus políticas y, de otro, al supervisar y controlar la aplicación que de estas haya realizado la dirección.
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